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l. ESLA 

Frente a los esquemas normativos estatales, más 
parecidos entre sí de lo que a primera vista pudiera 
pensarse, los procedimientos decisorios comunita­
rios revisten especiales características que hacen 
muy dificil que el ciudadano medio pueda com· 
prender cabalmente qué órganos y a través de qué 
procedimientos se aprueban las normas que rigen 
nuestro destino común. Buena prueba de esta afir­
mación puede encontrarse en el fenómeno de la 
comitología, cuya mera enunciación generará pro­
bablemente en el lector una sensación de incom­
prensión, incluso si éste se encuentra familiarizado 
con los intrincados sistemas de funcionamiento de 
la Comunidad Europea. 

La principal dificultad que se plantea al abordar 
la aprehensión de esta cuestión radica en que no 
existe un acuerdo específico respecto a su conteni­
do. Aquí adoptaremos un concepto restringido de 
coniitología, esto es, el que hace únicamente refe.· 
renda a las modalidades de ejercicio de las compe­
tencias de ejecución y desarrollo normativo de los 
actos1 de Derecho comunitario derivado que el 
Consejo de Ministros puede delegar a la Comisión 
Europea. Esto no puede hacernos olvidar, sin embar­
go, que a menudo en algunos contextos, el término 
comitología engloba también en un sentido más 
amplio los procedimientos y prácticas preparato­
rios, de asesoramiento técnico o de gestión que lle­
van cabo los diversos e innumerables comités y gru·· 
pos de presión que operan en Bmselas2 

• Desde una 
perspectiva estrictamente jurídica, el mecanismo de 
la comitología consiste en la institucionalización de 
una serie de procedimientos que prevén la creación 
de diversos comités compuestos por representantes 
de los Estados miembros y de la Comisión3 desti­
nados a asistir a esta última en sus tareas de ejecu­
ción (en cuanto a desarrollo normativo se refiere) 
de la legislación comunitaria. 

El recurso a los comités para impulsar el ejerci­
cio de las competencias de ejecución de la 

Comisión surgió casi de forma espontánea durante 
los años sesenta, cuando el Consejo hubo de afron­
tar las extensivas regulaciones técnicas que imponía 
la articulación de la Política Agrícola Común. El 
Consejo ni estaba entonces en condiciones de asu­
mir esa labor desde el punto de vista técnico ni 
manifestaba tampoco la voluntad política de hacer­
lo. Así y por primera vez, el artículo 25 del 
Reglamento 19/62 establecería la creación de un 
comité de gestión compuesto por representantes de 
los gobiernos de los Estados Miembros, cuya labor 
consistiría en emitir una opinión sobre las medidas 
de desarrollo normativo propuestas por la 
Comisión. De conformidad con este procedimiento, 
la Comisión estaba habilitada para adoptar sus medi­
das de ejecución de forma inmediata incluso si el 
comité, por mayoría cualificada, decidía emitir un 
dictamen desfavorable a su propuesta. En el supues·· 
to de que el comité negara su apoyo a la Comisión, 
la medida en cuestión podía ser remitida al Consejo 
quien, a su vez, podía adoptar una decisión diferen­
te (también por mayoría cualificada) dentro del pla­
zo de tiempo que establecía el acto de base. La efi­
cacia de estos primeros comités que originariamen­
te se habían creado con vocación transitoria, hizo 
posible que se generalizaran para tocio el ámbito de 
la Política Agrícola Común y pronto empezaron a 
multiplicarse los procedimientos para adaptarse a 
las necesidades específicas de cada sector concreto 
que pretendía regularse. 

Las primeras discordancias entre instituciones 
comunitarias en torno a la elección del procedi­
miento más adecuado que empezaron a surgir die­
ron lugar a la creación de los primeros comités de 
reglamentación (previstos respectivamente en los 
reglamentos 802/68 y 803/68) cuya mecánica de 
funcionamiento establecía que la Comisión sólo 
podría sacar adelante con éxito sus propuestas de 
desarrollo normativo si el comité correspondiente 
las aprobaba por mayoría cualificada. El procedi­
miento contemplaba también la eventualidad de 
que el dictamen del comité fuera desfavorable a la 
medida propuesta por la Comisión: en tal caso, 
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debía ser remitida al para su aprobación 
no obstante lo cual la Comisión 

cutar la medida si el 

a un acuerdo al ""'!J'"""·'" 
minado de tiempo establecido en la norma 
habilitante (primera variante o filet). Esta se 
consideró la más adecuada sólo para desarrollo de 
algunas de las materias contempladas en los 

mentos en cuestión, pero no para todas·! . 
Como consecuencia de las de algunos 
Estados miembros, el 
ción se complementó con un sistema de seguridad 
que garantizaba doblemente la adopción de medidas 
de ejecución en el resto de materias que se denomi-
nó contrefilet5 

. 

El mecanismo de la comitología fue regulado por 
vez en la Decisión del Consejo 87 /3 73/CEE 
de 13 de Julio de 1. 9876 

, decisión ésta que restrin­
considerablemente el creciente número de pro-

cedimientos a los que someterse el 
de las comnetencias delegadas a la '-AJ'H"'"','" 

conformidad con el nuevo sistema 
establecido por el Acta Unica 
hasta ese momento la base 
a la Comisión de 

. si 
para la atribución 

normativas de desa-
rrollo de la legislación comunitaria residía única­
mente en el artículo 155 TCEE (hoy artículo 211 

la reforma por el AUE no sólo 
al transferir tales 

sino que establecía también la necesidad de 
hacerlo" . TCEE (hoy a1tícu· 
lo 202 TCE) al ,,,,VJUL>\ .. IV ff\Cir>n.nPt" 

y condiciones al e¡erci1c10 
de desarrollo normativo de la Comisión, lo que pro .. 

·donaría al Consejo base jurídica suficiente para 
esta cuestión en la que a de entonces 

se conoció como Decisión comitología. Asi pues, 
las modalidades de ejercicio de las 

de la Comisión con carácter 
¡.;'Luu<u sometidas a ciertas de actuación: 

a) las disposiciones del procedimiento I (o de 
comité consultivo) únicamente obligaban a 
la Comisión a tener lo más en cuenta posible 
el dictamen del emitido por el comité corres­
pondiente; 

b) en el marco del procedimiento U de comi­
té de gestión) la Comisión decidía con inde­
pendencia de que el comité emitiera o no su 
dictamen, pero si lo hada y éste era 
vo, el Consejo disponía de un período para 
modificar la propuesta de la Comisión. El 
procedin'liento n incorporaba también dos 
variantes en función de las cuales la 
Comisión podía o debía aplazar la adopción 
de las medidas de ejecución propuestas; 

c) de conformidad con el procedin'liento III (o 
de comité de reglamentación) la decisión 
de la Con'lisión dependería exclusivamente 
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de que el comité su propuesta, lo 
que la necesidad de que este últi­
mo se manifestase. Así pues, tanto en ausen­
cia de dictamen como en el caso de que éste 
fuera desfavorable a la de la 
Comisión, la medida debía remitirse al 

en tal caso, la medida sólo 
ser si el la 
mayoría cualificada a o filet) o en 
tanto en cuanto el Consejo no la rechazase 

votación por mavoria sirnole (variante b o 
contrefílet). 

A de entonces las entre las institu-
ciones comunitarias en torno a la cuestión de deci-
dir el tipo de más adecuado a cada 
materia de desarrollo normativo por par .. 
te de la Comisión empezaron a manifestarse en toda 
su crudeza. A la Comisión le 
mente la creciente tendencia del •..Am::>c:¡u 

,,;,,"'"""º"' los orocedin1icntos 
áreas de la 

comunitaria8 
• 

Parlamento fue más 
de anular ante el Tribunal de 
Coinitología por considerarla "'""u''-""'W'-· 

del Tratado y del Acta U nica 
esta célebre el Trib1mal declaró inadmisi 
ble el recurso por el Parlamento 
al considerar que las de los tratados 
constitutivos no '"'l">ª·""'""ªu 
último para recursos de anulación contra 
actos de Derecho comunitariow . 

En defensa de su postura 
Parlamento reclamó el reconocimiento de 
un más amplio y efectivo control de las medidas de 

por la Comisión. Sus demandas 
de información sobre el funcionamiento de los comi-
tés provocaron un acuerdo institucional el 
de Marzo de 198811 

, en el que la Comisión se com­
prometía a hacerle los de medidas 
de ejecución relativas a "actos de naturaleza 
tiva". 

En 1992 y con la introducción del procedin'liento 
de codecisión en el Tratado de Maastricht, la lógica 
de las cosas hada indiscutible la evidencia de exten­
der el control del Parlamento Europeo a los procedi­
mientos de comitología relativos a materias cuya 
decisión se había tomado a través del 
de codecisión, así como facilitar su acceso a toda la 
información posible sobre los adoptados en base a 
procedimientos distintos de la codecisión 12 

. En 
efecto, al situarse el Parlamento Europeo como co­
legislador comunitario junto al Consejo y, por tanto, 
como órgano igualmente delegante de 
cias, la fiscalización del ejercicio de esas competen­
cias delgadas debía ser paralelamente compartido 
entre ambas instituciones. 
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Tratado de la Unión no 
a las del 

articulo TCEE. el entendió que las 
nuevas atribuciones del Parlamento en el '"'º''"''P'" 

miento no más allá de la deci-
U.L,H,F,"'-'·V" en 

cada caso concreto y de comité debía 
entrar en El Parlamento reaccionó estimando 
que la decisión de 1987 no sería de a los 
actos por codecisión en tanto su 
ción en materia de control no se situara en 
'!'''·"'ª~'""' con la del En esta un segun-
do acuerdo conocido como 
Modus Vivendi13 , la cuestión con carácter 
transitorio hasta la celebración de los debates de 
fondo que tendrían en la Conferencia 

ubemamental de Este acuerdo al 
Parlamento el derecho a ser consultado por la 
Comisión en la adopción de medidas de desarrollo 
de actos por 

de un ~00,ce·du'u.1~"'"" 

La de la Comisión a facilitar información 
al Parlamento sobre las reuniones de los 
comités y a la demanda hacer rüihli,f'<]<O 

das y los listados de miembros que los 
una nueva ofensiva del Pai!·laine:ntio, 

decidió poner en reserva la mitad de los 
destinados a en los gene-
rales para solución a este nuevo conflicto 
será un nuevo acuerdo institucional'' , que versaría 
esta sobre la de medidas de 
rencia en el funcionamiento de los comités de ges·· 
tión y re1c1ic,11n 

a la PUUH'UULaU 

las votaciones'' 
La conferencia 

pnxt~ae:na a la reforma 
Amsterdam no a una solución al rP''"'''''"" 

discusión se centraba entre 
defendían una reforma técnica que sim-
oJuuu"""' los y los 
que entendían que era el momento de afrontar la 
necesidad de otorgar a la Comisión la totalidad de 

en el ámbito comunitario, bajo la 
de Consejo y Parlamento en de 

Así las cosas, se entendió que la reforma 
del sistema de comitología no una enmien­
da de los tratados sino únicamente la modificación 
de la Decisión de 1987. El texto definitivo del 
Tratado de Amsterdam incorporó una declaración, 
conform.e a la cual la Conferencia invita a la 
Comisión a que, para finales de 1998 a más tar-

presente al Consejo una propuesta de modifi­
cación de la Decisión de 13 de julio de 1987 por 
la que se establecen las niodalidades de ejercicio 
de las competencias de ejecución atribuidas a la 
Comisión. 

a este la Comisión pre-
sentó el 16 de julio de en la 
que se consolidaban las de informa-
ción al Parlamento acordadas en el Modus Vivendi 
y que novedosas refor· 
mas. La de manifiesto la nece-
sidad de establecer criterios que nermitieran deter· 
minar a materia debía ~ 

procedimiento; la venía referida a una sim-
plificación que hiciera único el pro-
cedimiento U (o de gestión) 
variante y hacer del 
mentación) una "semile-
gislativo" al destinarlo únicamente a las medidas 
cutivas de alcance por un lado, y establecer 
la necesidad de un 
lativo completo en caso de que la medida propues·· 
ta por la Comisión no reciba el respaldo necesario 
del por otro. 

PARA ~ 
DELEGADAS DE 

EUROPEA. 

A efectos de esclarecer los avances y novedades 
por la nueva decisión sobre 
, sistematizaremos en cuatro grupos y los 

los que se 
más relevantes y que los 

HlUf."'"'··" flancos de crítica por oarte de la doctri-
na. 

Sobre la clar(fícación del sistema y las 
CÍaS de Í1N.111<'fM'>'m'11'1rn 

El sistema de se ha tachado 
y no sin razón, de excesivamente complejo y falto 
de transoarencia. La de las novedades que 

en este sentido la nueva decisión es la 
uui:;« ..... iv.u de acordar un de básicas 

que permitan unificar el de funcionamien-
to y composición interna de los comités que será 
objeto de publicación en el Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas. Hasta ahora las normas por 
las que se regían los comités eran diferentes para 
cada caso y venían descritas en la norma habilitante; 
esta circunstancia dificultaba extraordinariamente 
el de un control verdaderamente efectivo 
sobre la regularidad de su funcionamiento. 

A modo de ejemplo, puede decirse que sólo en 
escasas ocasiones las disposiciones que regulaban la 
composición de los comités permitían conocer con 
claridad el tipo de funcionario público que debía 
•ºP''~N'R'"'"~''" a los Estados miembros en el seno de un 
comité; es más, al disponer los comités de la posibi· 
lidad de recurrir a exnertos nacionales, de llevar a 
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cabo intercambios de información y de constituir 
subgrupos técnicos, resultaba dificil incluso para los 
propios interesados conocer si su intervención se 
requería en calidad de miembro del comité o única­
mente como asesor específico en la materia. Por lo 
que respecta a su régimen de funcionamiento inter­
no, las deficiencias existentes no sólo hacían refe­
rencia al desconocimiento de la propia agenda de 
reuniones sino que incluso la Comisión disponía 
libremente de los plazos establecidos para el envío 
de los materiales y documentos de trabajo de los 
comités a los representantes de los Estados miem­
bros, circunstancia ésta que llegó a motivar un pro­
nunciamiento por parte del Tribunal de Justiciaw . 
En muchos casos, los comités no existían o no se 
reunían en absoluto (como era el caso de los comi­
tés presupuestarios) hasta llegado el momento de 
proceder a la votación de la propuesta'9 

. 

Por lo que respecta a la transparencia, la nueva 
decisión recoge en su totalidad las prácticas que se 
habían venido utilizando hasta el momento en lo 
que concierne al suministro de información al 
Parlamento'º sobre los trabajos llevados a cabo en 
el seno de los distintos comités, cuestión ésta que 
reviste especial importancia en determinados casos 
como es, por ejemplo, cuando se trata de normas 
sobre la gestión del presupuesto comunitario21 

. Así 
mismo, cabe destacar la obligación la Comisión de 
informar al Parlamento Europeo sobre cuantas 
medidas de ejecución remita al Consejo y no única­
mente las que encuentren su fundamento en actos 
adoptados por codecisión, ya que no venía contem­
plada en el Modus Vivendi de 1996. 

Además, el artículo 7 de la nueva decisión obliga 
a la Comisión a elaborar una lista de todos los comi" 
tés existentes" en la que se especifique el acto de 
base en virtud del cual se crearon, así como proce" 
der a la publicación de un informe anual sobre los 
trabajos de los comités. La nueva regulación 
también la creación de un registro en el que quede 
constancia de cuantos documentos hayan sido remi­
tidos al Parlamento Europeo. Con esta disposición, 
la Decisión comitología da un paso más en favor de 
la transparencia, pues estas fuentes de información 
estarán no sólo a disposición del Parlamento, sino 
también de los particulares (artículo 7.2). 

B) Sobre la simplificación de los procedimientos 
de comité. 

La nueva decisión suprime las dos variantes que 
complicaban respectivamente los procedimientos n 
y m y adopta la nomenclatura que ya venía utilizán. 
dose (consulta, gestión y reglamentación) pero 
que no era la que manejaba la decisión de 198723 

. 

Esta simplificación hace que las discusiones en tor,. 
no a la aplicabilidad del procedimiento IIIb a la nor­
mativa adoptada por codecisión dejen de tener 
vigencia2

'
1 

• 
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Según el procedimiento único de comité de ges" 
tión establecido por la nueva decisión, la Comisión 
podrá adoptar las medidas propuestas incluso si el 
dictamen del comité ha sido negativo. La Comisión 
únicamente deberá comunicarlo al Consejo, facfü 
tando así que éste pueda adoptar (por mayoría cuac• 
lificada) una decisión distinta. Durante tres meses, la 
Comisión está facultada, discrecionalmente y en 
todo caso, para determinar un aplazamiento en la 
aplicación de sus medidas, lo que abre más posibili­
dades de hacer aplicable la medida propuesta. 
Además, la Comisión se comprometió a tener siem­
pre en cuenta la postura de los miembros del comi­
té (véase, de los representantes de los Estados 
miembros) y respetar una posición predominante 
aunque ésta sea desfavorable a la medida de ejecu­
ción propuesta25 

• 

Por lo demás, las modificaciones más sustancia­
les se refieren al procedimiento de reglamentación, 
que unifica los anteriores procedimientos Hla o filet 
y IIIb o contrefilet. El Consejo ya no puede rechazar 
la medida propuesta por la Comisión por mayoría 
simple, sino que debe hacerlo ahora y en todo caso 
por mayoría cualificada. En caso de dictamen nega­
tivo o en ausencia del mismo, la Comisión deberá 
presentar una propuesta legislativa formal, de mane­
ra que las medidas de desarrollo solo podrán ser 
adoptadas por el Consejo o por el Consejo junto 
con el Parlarnento dependiendo del procedimiento 
legislativo que los tratados establezcan para el caso 
concreto. 

La solución de sustituir la mayoría simple por 
mayoría cualificada para impedir que el Consejo blo 
queara la decisión de la Comisión encontró cierta 
oposición inicial entre algunos Estados miembros"' 
que consideraban que había sectores especialmente 
sensibles (como el medio ambiente, la salud o el 
ámbito social) cuya ejecución no podía dejarse 
libremente en manos de la Comisión. La especial 
resistencia de Dinamarca"'' obligó a incorporar una 
declaración aneja a la Decisión comitología confor­
me a la cual cuando deba examinar nuevamente 
propuestas de medidas de ejecución relativas a 
sectores especialmente delicados, la Comisión, en 
su búsqueda de una solución equilibrada, segui,, 
rá el criterio de no oponerse a una posición pre,, 
dominante que surja en el Consejo en contra de la 
conveniencia de una medida de ejecución. En defi, 
nitiva, se trataba de llegar a una solución de com­
promiso que permitiera reforzar los mecanismos de 
defensa de los Estados miembros en el seno del 
Consejo frente a la actividad ejecutiva de la 
Comisión. 

C) Sobre los criterios de elección del procedi­
miento de comité más adecuado. 

La sugerencia de la Comisión de establecer una 
serie de criterios que permitieran zanjar las intermi" 
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nables discusiones entre Comisión, Parlamento y 
Consejo en tomo a qué procedimiento de comito­
logía era el más apropiado la regulación de una 
determinada materia encontró reflejo en el artículo 
2 de la nueva decisión. En efecto, Comisión y 
Parlamento siempre han demostrado una preferen­
cia por los procedimientos consultivo y de gestión 
(que permitían una mayor participación de los 
Estados miembros en la elaboración de la medida) 
mientras que el Consejo prefería normalmente 
someter a comités de reglamentación las propues­
tas de desarrollo normativo de la Comisión, ya que 
no existía criterio jurídicamente vinculante que 
determinase la elección de uno u otro procedi­
miento. Estas discusiones retrasaban de forma con­
siderable los procedimientos legislativos en los que 
se pretendía delegar a la Comisión competencias de 
ejecución, provocaban serias irregularidades proce­
dimentales"1 e incluso el bloqueo de un importan­
te número de disposiciones comunitarias. 

De conformidad con la nueva regulación, el pro­
cedimiento de gestión será de aplicación para la 
adopción de medidas de desarrollo en los ámbitos 
de la Política Agrícola Común, la pesca y a aquellos 
programas con implicaciones financieras importan­
tes. Esto supone que, con carácter general, se impo­
ne el procedimiento de comité de gestión para la 
articulación normativa del grueso de las políticas 
comunitarias. 

El procedimiento de comité de reglamentación, 
por su parte, se destinará en primer lugar a la adop­
ción de medidas de alcance general que tengan por 
objeto desarrollar elementos esenciales de actos de 
base, incluidas las que se refieren a la protección de 
la salud y seguridad de las personas, animales y plan­
tas y, en segundo, a las actualizaciones de disposi·· 
ciones no esenciales de actos de base. Parece claro 
que la hipótesis contemplada bajo este segundo 
supuesto es el de la adaptación al progreso técnico29 

las directivas de armonización, que en tantas oca­
siones ha constituido una verdadera fuente de inse­
guridad jurídica30 

. El problema que se plantea aquí 
sin embargo es el de la identificación de esos "ele­
mentos esenciales", ya que el desarrollo de los ele­
mentos no esenciales deberá ser, por exclusión, 
objeto de un procedimiento de gestión31 

. 

Finalmente, el procedimiento consultivo se apfr· 
cará siempre que se considere el más apropiado 
además de los casos en que se había venido utili­
zando tradicionalmente. Así y aunque aparentemen­
te la redacción del artículo 2 de la nueva decisión 
parece considerar al de consulta como un procedí·· 
miento residual, lo cierto es que sigue mantenién­
dolo como regla general (como así había venido 
siendo desde el Acta Unica Europea32 

) presumien­
do en principio excepcionales el resto de los pro­
cedimientos. 

La distribución de los diferentes procedimientos 
de comitología en función de las materias objeto de 
legislación delegada ofrece varias ventajas. En pri­
mer lugar, ofrece cobertura jurídica al hecho de que 
existan los diferentes tipos de comités que habían 
surgido como respuesta a las necesidades de la prác­
tica y sobre los que la decisión de 1987 apenas apor­
taba datos. En segundo lugar, reduce más o menos 
considerablemente las posibilidades de desacuerdo 
entre las instituciones comunitarias en torno al pro­
cedimiento a escoger33 

. Sin embargo, parece previ­
sible también que el recurso a nociones jurídica· 
mente imprecisas como "implicaciones financieras 
importantes" o "recursos financieros significativos" 
resulte problemático en un contexto especialmente 
sensible a las discusiones institucionales34 

. A ello 
hay que añadir además que la propia decisión esta­
blece que tales criterios no son de naturaleza obh· 
gatoria y por lo tanto, nada impide que la elección 
del procedimiento de comité más adecuado pueda 
basarse en criterios distintos de los establecidos en 
el artículo 2 de la decisión, en tanto en cuanto la 
aplicación de un procedimiento distinto conste 
debidamente motivada en el acto de base. 

En definitiva, si resulta dificil conocer los moti­
vos que se encuentran en la base de esta distribu­
ción material (ya que la decisión no ofrece más que 
una enumeración probablemente fruto del compro­
miso alcanzado durante las negociaciones) es pro· 
bable que su aplicación práctica no escape tampo· 
co a constantes reactualizacionesº' . 

D) Sobre la participación del Parlmnento 
Europeo en los procedimientos de comitología. 

Habida cuenta de las fuertes medidas de presión 
con las que el Parlamento trató de forzar la presen­
te actualización de la Decisión comitología, resulta 
un tanto sorprendente que éste se haya conformado 
con las posibilidades que a este respecto ofrece la 
nueva regulación. Es de destacar que el artículo 8 
permite al Parlamento proteger su esfera legislativa 
frente a intromisiones de la Comisión haciendo oír 
su opinión cuando estime que un proyecto presen­
tado a un comité de reglamentación o una propues­
ta presentada al Consejo transgrede los límites de la 
delegación. 

Esta prerrogativa solamente puede aplicarse a las 
delegaciones operadas por actos adoptados de con· 
formidad con el procedimiento de codecisión y, por 
tanto, tiene un alcance bastante limitado. Además, 
la opinión del Parlamento no vincula necesariamen­
te a la Comisión, ya que ésta no tiene obligación de 
retirar su propuesta sino, simplemente, de informar 
(si bien de forma motivada) al Parlamento y al 
Consejo sobre las acciones que emprenderá una vez 
conocida la opinión del Parlamento al respecto. Con 
ello, es el Tribunal de Justicia el que decide en últi-
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mo término si la por la Comisión 
está viciada de ultra vires o no. En este sentido es 
oportuno recordar que Tribunal ya ha reconocido 

le~ütim;1ción suficiente para al Parlamento 

A MODO 

En el 
hablar de 

norma de 

Comunidad 
"''''"~ que tocan al sis-

tema decisional comunitario es lma tarea 
dificil que termina por en última a 
abstractas discusiones en torno a los fines que cada 
cual entiende en este proceso de 

Y no lo es menos tratar el tema de la 
cornitología: aunque se trata de una 

cuestión técnica (y así ha tratado de pre-
sentarse en muchas ocasiones en lo 
cierto es que reabre los debates sobre '"'r''""''' 
cuestiones institucionales más candentes la actua-

'' "'~u""' ser la distribución funcional den 
v1¡,,,1uu,,e<,.J,VU institucional de la Comunidad 

déficit democrático que, a de 
actualmente a la nrouia construc· 

ción europea. 
En las sucesivas reformas de los trata-

dos constitutivos han venido retocando el delicado 
institucional que las rda·· 

y Comisión a fin de 

,,_,uuu.:nvu, cuya vocación 
entre las instituciones 

estando 

que le 
de los 

la 

la 

u.u"'u"-'"""' a qu1enes, con10 nonna ~c11c1a1, 
la competencia en materia de 

de normas comunitarias ex artículo 5 TCE37 

La cuestión que se entonces es si debe 
hacerse residir exclusivamente en la Comisión el 

comunitario y la posibilidad 
de que el Consejo por sí mismo la normativa 
comunitaria en casos es, modifi-
car lo en el del artículo 
202 lo que sólo es posible en el contexto de un 
procedimiento de reforma de los Tratados. Como se 
ha de las conferencias il1tergubema­
mentales que trataron el asunto han llegado a un 
acuerdo sobre tal posibilidad e incluso la nueva 
Decisión comitología reconoce la 
vigencia de esta del Consejo39 

. En este 
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existencia 
como el de basado en comités com-

por de los Estados '"'~HHnvv, 
pone de manifiesto la enorme que los 

nacionales tienen en el proceso decisorio 
incluso en materia de Desde 

y teniendo en cuenta el generoso 
número de comités existentes en la 

a decirse que el avance en la 
europea se de forma a la creciente 
influencia de los Estados miembros en Bruselasíº . 

otro lado, no parece que y 
Parlamento estén técnica y materialmente prepara­
dos para asumir las funciones de del 
Derecho comunitarioª . Institucionalmente encarga .. 
dos de la fimción "-1';1"1ª"' 

ria 
"'~vuuci..luu., pero la 

no parece situar en 
rlA ra 1Flc rlno¡;:c i141¡;.:titnf'1n.-nPc 1.:.n tt'l-'1"tPr1'l f'1p fV)fl~ 
IL!.~ l'.'l. .H:.-!..0 ~"-)'Ü .1,..1..~V'&....lt.-l,,lO,,...).'v"J..!1.~o..J ,,,_,_,,_..._ Jl.J' • ..._._..,,'!.-""'-.._ .n. .. '1.- ""lo""-' "'-'V'JL'-

en lo que hace referencia al proce-
dimiento de en el que el Parlamento 

de los mismos medios que el 
la decisión de Comisión'2 

). Esto 
como un desconocimiento de la 
del Parlamento como '··"'"·1';101.a· 

pero también como la ·'"'""·'"''VU 
las facultades de control de los Estados miembtos en 

ámbito que les es corno es la del 
Derecho commütario'1 

. 

A la vista de las consideraciones manifestadas has­
conduirse que la nueva 

a 
comunitario ~···~'''~"'·~·., 

nocráticos de creación del Derecho más .,.,"'''"'"'~" 
otras culturas que de las 
conocidas en los ordenamientos del ámbito europeo. 
Por ello, es legítimo pensar que del P"<'Pr,ri<·1". 

mo hacia los asuntos europeos causa, 
de un fenómeno como el de la comi­

calificar de burocratización 
normativa. Solamente será superar tales 
recelos realizando una adecuada de la 
Decisión comitología. el reto que el Consejo de 
Ministros de la Unión Europea debe afrontar es pre­
cisamente el de extraer todas sus consecuencias y 
contribuir a que las disposiciones comunitarias 
gocen no sólo de validez y eficacia, sino también de 
legitimidad. 
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Pese a lo inadecuado del término «acto» y en 
para referimos a las normas comunitarias 
cución normativa por parte de la Comisión, será el que adop­
taremos en adelante por tratarse del término utilizado por las 
decisiones que se comentan, nomenclatura ésta habituaJ .. 
mente manejada en el ámbito comunitario, incluido el pro· 
pio texto de los Tratados constitutivos. 
2 PA.RDO LEAL: 1998, pp. 29-30. 
3 Los comités suden estar integrados por funcionarios 
ministeriales especializados, ya que la gran mayoría ele la 
legislación sobre la que deben adoptar una decisión es de 
naturaleza técnica. Los comités están presididos por un fun .. 
cionario de la Comisión, normalmente con el rango de direc .. 
tor, que controla los calendarios de reuniones, las agendas de 
trabajo y propone al comité las medidas de desarrollo que 
habrán de decidir y sobre las que él no tiene derecho de 
voto. FRANCHINO: 1999. 
4 En concreto, se estimaba que éste era un procedí· 
miento adecuado para el desarrollo en materia aduanera, 
pero no para aspectos relacionados con la veterinaria (pien .. 
sos) o la salud vegetal. 
5 Vid. HAIBACH: 1999 quien, a su vez, basa el desarro· 
llo histórico en DEMMKE, EBRHARTER, CHAEFFR y TÜRK 
«The history of comitology» en PEDLER y SCHAEFFR 
Shaping .h'uropean Law and policy: tbe role <Jf comittees 
cmd comitology in tbe political process. European Institute 
of Public Administration. Maastricht 1996, 61 y ss. 
6 DOCE L 197 de 18 de julio de 1987, 33. 
7 De conformidad con la redacción originaria del trata· 
do, el Consejo decidía iibremente cuándo y cómo cedía com­
petencias de ejecución a la Comisión, en la nueva redacción 
tras el Acta Unica Europea se trataba, sin conceder a la 
Comisión un ámbito exclusivo de actuación, de obligar al 
Consejo a cederle sistemáticamente las tareas ejecutivas y 
justificar detalladamente los supuestos excepcionales en los 
que de conformidad con los tratados, éste decidiera ejercer 
por sí mismo las competencias de ejecución de la legislación 
comunitaria. MANGAS MARTIN: 1988, 79Fl92. 
8 Entre 1987 y 1990, el Consejo someter la ded 
sión sobre las medidas de desarrollo a adoptar en materia de 
mercado interior al procedimiento IIIb en más de una trcin .. 
tena de casos en los que la Comisión había propuesto un 
procedimiento distinto, más ágil. HAIBACH: 1999. 
9 S1JCE Parlamento Europeo c. Consejo de 27 de sep· 
tiembre de 1988, C-302/87. 
10 El Tribunal sí se pronunció algo más tarde sobre algu· 
nos aspectos de esta decisión para consolidar los amplios 
poderes de ejecución reconocidos a la Comisión Europea en 
la sentencia Alemania c. Comisión de 27 de octubre de 
1992, C-240/90). ALONSO GARCIA: 1995, pág. 144. 
11 Materializado en un intercambio de cartas entre el 
Presidente ele la Comisión Jacques Delors y el presidente del 
Parlamento Europeo Henry Plumb y que excluía determina .. 
dos documentos rutinarios de gestión, ele carácter urgente o 
confidencial. HAIBACH: 1999. 
12 Conferencias Intergubernarnentales. Contribuciones 
de la Comisión. Bruselas 1991 y Resolución del Parlamento 
Europeo sobre la naturaleza de los actos comunitarios A3· 
085/91 (DOCE C 29 de 20 de mayo de 1991, pág. 136). 
13 Modus Vivendi relativo a las medidas de ejecución 
de los actos adoptados según el procedimiento contempla­
do en el artículo J 89B del Tratado CE, DOCE C l 02 ele 4 ele 
abril ele 1996, pág. l. 
14 Acuerdo Samland-Willicnnsen de 25 de septiembre 
de 1996 (DOCE C 125, pág. 347) entre el Presidente del 
Comité Presupuestario del Parlamento Europeo y el 
Secretario General de la Comisión. 
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15 La cuestión de la transparencia como eje transversal 
de la mecánica de funcionamiento de la Unión ha adquirido 
gran relevancia en los últimos tiempos hasta plasmarse en el 
propio articulado del Tratado de Amsterdam. El artículo 255 
TCE obliga así a las tres instituciones a introducir en sus 
reglamentos internos de funcionamiento cuantas reglas sean 
necesarias para facilitar el acceso público a sus documentos 
de trabajo; el artículo 207 TCE, por su parte, hace extensivo 
este principio a algunos aspectos de las votaciones produci­
das en el seno del Consejo, lo que resulta de especial impor·· 
tancia para clarificar su sistema de toma de decisión. 
La transparencia quiere referirse no sólo al funcionamiento 
de las instituciones, sino también al propio contenido y for­
mulación de la normativa comunitaria, cuestión ésta que 
venía siendo objeto de duras críticas desde hace largo tiem­
po. En este sentido, se ha venido tratando la simpliflcación 
de los Tratados, consolidación de los mismos o la mejora de 
la calidad de redacción de los textos legislativos en general. 
16 Documento COM(l988) 380 fmal - 98/0219. 
17 Decisión de 28 de junio de 1999 por la que se esta-
blecen los procedimientos }Jara el ejercicio de las compe­
tencias de ejecución atribuidas a la Comisión, DOCE L 
184, de 17 de julio de 1999, pp. 23-26. Esta decisión deroga 
expresamente la anterior de 13 de julio de 1987. 
18 STJCE de 10 de febrero de 1998 (C-263/95). 
19 DEMMKE: 1998. 
20 KORTEMBERG: 1998, (pp. 325-326) sugiere que el 
verdadero problema no es tanto la recepción de información 
por parte del Parlamento Europeo como la capacidad de éste 
para manejar con fluidez semejante volumen de documenta­
ción. En este sentido es lógico esperar que el examen de fon­
do de los documentos remitidos sea funcionalmente distri­
buido entre diversas comisiones parlamentarias ante las que 
la Comisión deberá responder. 
21 DIEZ HOCHLEITNER: 1998. 
22 En la actualidad se estima que existen alrededor de 
380 comités. 
23 Como así consta en la declaración del Consejo y la 
Comisión nº 2 aneja al texto de la decisión 1999/468. (DOCE 
c 203 de 17 de julio de 1999, pág. 1). 
24 HAIBACH: 1999. Como ya se ha indicado anterior­
mente, la aplicabilidad del procedimiento IIIb a los actos 
adoptados por codecisión fue aceptada de hecho como una 
imposición del Parlamento Europeo. A partir de esta deci­
sión, queda ya formalmente reconocida la vigencia del pro­
cedimiento único de reglamentación para cualquier acto, 
con independencia del procedimiento legislativo utilizado 
para su emisión. 
25 Declaración de la Comisión sobre el artículo 4, aneja 
a la decisión (DOCE C 203 de 17 de julio de 1999, pág. 1). 
26 En concreto, España, Portugal y Dinamarca. 
27 Con relación a la postura mantenida por Dinamarca, 
es oportuno recordar su tradicional oposición a los rápidos 
avances en materia de integración, como así se puso de 
manifiesto ya con ocasión de la ratificación del Tratado de la 
Unión en 1992, respaldado por el pueblo danés sólo en un 
segundo referéndum, como es sabido. 
28 Por ejemplo, durante la tramitación de la directiva 
marco sobre aguas (Documento COM(l997) 49final de 26 ele 
febrero de 1997) se decidió aplicar para su ejecución un pro-
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cedimiento IIIa cuando apenas se había llegado a una posi­
ción común entre el Parlamento y el Consejo. DEMMKE: 
1998. 
29 Cuando se habla de adaptación al progreso técnico y 
científico ele las disposiciones de Derecho comunitario nos 
estamos refiriendo a la actualización ele su contenido para 
acoger los avances e innovaciones de la investigación cientÍ· 
fica que se producen con el paso del tiempo. En efecto, la 
normativa comunitaria regula con frecuencia cuestiones de 
extraordinaria complejidad (piénsese por ejemplo, en las 
descripciones de procesos industriales o mecanismos espe­
cíficos de reducción de contaminación ambiental, etc.) sus­
ceptibles de mejora y depuración al hilo de las más actuales 
investigaciones. En el sentido indicado puede verse esta 
expresión en DEMMKE: 1998. 
30 En efecto, DEMMKE describe los inconvenientes que 
se han puesto ele manifiesto en la articulación de la política 
medioambiental comunitaria, cuyas normas han debido ser 
rápida y sucesivamente modificadas para adaptarlas a los pro­
gresos científicos y técnicos dando lugar a solapamientos 
normativos, inclusión de disposiciones normativas en los 
anexos, etc. 
31 KORTEMBERG: 1998, pág. 325. 
32 MANGAS MARTIN: 1988. 
33 HAIBACH: 1996. 
34 KORTEMBERG: 1998, pág. 324. 
35 DIEZ HOCHLEITNER: 1998, pp. 600-601. 
36 S1JCE Parlamento c. Consejo (asunto ChernolJvl) de 
22 de mayo de 1990 (C-70/88). 
37 LENAERTS: 1991 pp. 30·32. 
38 La única limitación al ejercicio de las competencias 
ele ejecución del Consejo es la ele motivar detalladamente tal 
decisión; la Decisión comitología consagra así la jurispru­
dencia del Tribunal de justicia en la materia desde la senten­
cia Koster (STJCE de 17 de diciembre de 1970, C-25/70) que 
cuestionaba la compatibilidad con el Tratado del procedi­
miento de comité de gestión previsto por el reglamento de 
establecimiento ele la organización común del mercado de 
cereales. ALONSO GARCIA: 1995, pág. 357. 
39 Cuyo artículo 1 establece que «salvo en los casos 
específicos debidamente motivados en que el acto de base 
reserve al Consejo el ejercicio directo de determinadas com­
petencias de ejecución, dichas competencias se atribuirán a 
la Comisión de conformidad con las disposiciones previstas 
a tal efecto en el acto de base ... » 

40 DEMMKE: 1998. 
41 Ya desde el principio, el Parlamento se pronunció en 
este sentido, aclarando que no tenía intención alguna de 
intervenir directamente en la gestación ele la normativa 
comunitaria de ejecución, sino de realizar un control exter­
no. Esto es lógico si su pretensión era, como se ha dicho, sal­
vaguardar sus propias competencias legislativas delimitando 
más o menos claramente lo que es ejecución y lo que impli­
ca legislación. 
42 De hecho, el Parlamento Europeo siempre se posi­
cionó en contra del mantenimiento de los comités de regla­
mentación, exigiendo su elin1inación en varias ocasiones 
durante las discusiones previas a la aprobación de la nueva 
Decisión comitología. 
43 KORTEMBERG: 1991 pág. 322. 


